CAUSA Nº 11550 CCALP “LOPEZ JORGE FABIAN C/ AGENCIA DE RECAUDACION PROVINCIA DE BS AS - ARBA S/ PRETENSION ANULATORIA - OTROS JUICIOS”

En la ciudad de La Plata, a los veintidos  días del mes de Marzo del año dos mil once, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en La Plata, en Acuerdo Ordinario, con la presencia de los Señores Jueces Dres. Gustavo Juan De Santis, Claudia Angélica Matilde Milanta y Gustavo Daniel Spacarotel, para entender en la causa "LOPEZ JORGE FABIAN C/ AGENCIA DE RECAUDACION PROVINCIA DE BS AS - ARBA S/ PRETENSION ANULATORIA - OTROS JUICIOS", en trámite ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo Nº2 del Departamento Judicial La Plata (Expte. Nº -19851-), previo sorteo y deliberación, se aprueba la siguiente resolución.

La Plata, 22 de Marzo de 2011

VISTO Y CONSIDERANDO:

Los recursos de apelación interpuestos a fs. 147/152 vta. y 153/162 por la parte demandada contra la resolución de fs. 137/143 y que para conocer y decidir las impugnaciones corresponde plantear y votar la siguiente

CUESTION:

¿Son admisibles y, en su caso, fundados los recursos de apelación?

VOTACION

A la cuestión planteada, la Dra. Milanta dijo:

I- 1. Contra la resolución dictada por la jueza de primera instancia que hace lugar a la medida cautelar solicitada suspendiendo los efectos de la denominada Liquidación Express cuestionada en la causa y desestima la excepción de pago previo opuesta por la Fiscalía de Estado, se alza esa parte e interpone recursos de apelación los que, una vez sustanciados, motivan la elevación de la causa al tribunal.

Corresponde considerar si resultan admisibles las impugnaciones y, en su caso, si son fundados los agravios (arts. 55 inc. 2, 56, 59 y concs., C. P.C.A.).

2. En primer término, debe precisarse que la resolución de la medida cautelar -en este caso en sentido favorable a la parte actora-, como de la excepción de pago previo opuesta por la demandada y rechazada por la a-quo, configuran supuestos comprendidos en la norma procesal para abrir esta segunda instancia -art. 55, inc. 2, subinc. "b" y “c”, ley 12.008-, pues se trata de pronunciamientos que, en el primer caso se halla previsto entre los apelables, y, en el segundo, genera un gravamen no susceptible de ser reparado por la sentencia definitiva –en el marco del proceso ordinario-. Ello, a juzgar por el hecho que, en tales condiciones, la cuestión no puede volver a ventilarse y decidirse en esa última oportunidad que clausura el proceso y, por consiguiente, la sentencia interlocutoria que resuelve el rechazo de tal excepción implica una decisión final sobre ella y, de este modo, queda alcanzada por las que menciona el art. 55 inc. 2. 

Por consiguiente, habiendo sido deducidos los recursos en tiempo y forma, procede conocer sobre sus fundamentos (art. 55, 56 y concs., C.C.A.).

3. En ese orden, anticipo que las impugnaciones no pueden prosperar.

a) La acción entablada tiene por objeto la anulación de la resolución liquidación Express n° 660254 dictada por el Subsecretario de Ingresos Brutos mediante la cual se intima al actor para que dentro de un plazo improrrogable de 5 días hábiles presente las declaraciones juradas y abone el impuesto a los ingresos brutos con más sus intereses, por los bimestres 1 a 6 del año 2004 y 1 a 6 del año 2005. Asimismo, le notifican que los pagos reclamados totalizan al 30 de abril de 2006 la suma de $ 98.043,18.

Indica que el tercer considerando de la citada resolución, especifica que el monto intimado surge de aplicar la presunción legal prevista en el punto 3 del art. 39 bis del Código Fiscal, considerando ingreso gravado al importe de las acreditaciones bancarias informado por esas entidades.

Expresa que presentó las declaraciones juradas por los períodos intimados el 16 de agosto de 2006 y las declaraciones anuales por los períodos comprendidos en la liquidación Express en la Municipalidad, agregando asimismo a ello una nota de descargo.

Pese a ello, continúa, en el mes de noviembre recibe una intimación para que en el plazo de cinco días abone una suma en concepto del impuesto adeudado por los períodos que abarca la liquidación Express citada, no teniéndose en cuenta las declaraciones juradas ni el descargo presentados.

Destaca la flagrante vulneración del principio de reserva de ley, que constituye la aplicación en forma retroactiva (a los períodos fiscales 2004 y 2005) de los mecanismos determinativos incorporados al código fiscal por la ley 13.405, que entró a regir el 7-1-06. 

Aduce que la liquidación se aparte de su capacidad contributiva y que el procedimiento determinativo aplicado es inconstitucional por afectar el derecho de defensa.

Solicita la medida cautelar.

b) Requerida en los términos del art. 23 del C.C.A., la Fiscalía de Estado adjunta informe (v. fs. 75/79 y fs. 95/97 de este legajo) por el que se manifiesta que el Sr. Jorge Fabián López se encuentra inscripto como contribuyente activo en el Impuesto sobre los Ingresos Brutos bajo el código NAIIB N° 851210 correspondiente a la actividad “Servicios de atención médica”.

Señala que A.R.B.A. recurrió a las herramientas legales –arts. 39 bis y 50 del Código Fiscal- porque el accionante no presentó sus declaraciones juradas y no efectuó los correspondientes pagos en concepto del tributo mencionado por los años 2004 y 2005, lo que motivó el dictado de la liquidación Express n° 660254.

Puntualiza que el actor presentó las declaraciones juradas y el pago correspondiente a los períodos intimados, con fecha 16 de agosto de 2006, después de vencido el plazo indicado en la intimación cursada y el importe que declaró y abonó en esa oportunidad no lo fue respetando las dos terceras partes de los liquidados por la A.R.B.A..

Agrega que la liquidación fue efectuada sobre la base de la presunción prevista en el punto 3 del art. 39 bis del Código Fiscal, considerando la información proveniente de acreditaciones bancarias, suministrada por entidades financieras.

Y que, ante la intimación, el actor presentó descargo, cuando el art. 50 establece que no se admitirá ningún tipo de reclamo sino por vía de repetición.

Expresa que como los pagos efectuados son inferiores a la porción citada (2/3 del monto liquidado) A.R.B.A. se encuentra habilitada para intimar su pago, emitir el título ejecutivo e iniciar el apremio. 

c) Por otra parte, conferido traslado de la demanda, comparece la misma parte y plantea excepción previa por omisión de cumplimiento del solve et repete, conforme a los arts. 19 y 35 del C.P.C.A., oposición sustanciada con la contraria.

d) La jueza de grado resuelve a fs. 137/143 (del presente legajo) ambas cuestiones, cautelar y de admisibilidad de la pretensión.

Es así que decide hacer lugar a la medida cautelar solicitada –si bien no en los exactos términos peticionados- y suspender los efectos de la liquidación n° 660254 dictada por el Subsecretario de Ingresos Públicos de la Dirección Provincial de Rentas y de la intimación practicada en la misma con fecha 26 de octubre de 2009, con relación al actor, respecto de los períodos 01-2004 y 03-2004 y 01-2005, 03-2005 y 05-2005 del impuesto sobre los Ingresos Brutos, en el marco de las actuaciones administrativas que individualiza, como así también ordenar a la Autoridad de Aplicación, se abstenga de llevar adelante cualquier actuación administrativa o judicial, tendientes a exigir el cobro de las sumas de dinero liquidadas en la resolución referida, hasta tanto recaiga pronunciamiento de mérito en el sub lite (arts. 22, 23, 25 y concs., C.C.A.). Previa caución real de $10.000 (art. 24 del mismo Código).

Por otra parte, en el mismo acto judicial, desestima la excepción de pago previo opuesta por Fiscalía de Estado (art. 19 inc. 3, ap. “a”, C.C.A.).

Impone las costas en el orden causado.

En relación a la tutela cautelar, básicamente, puntualiza que el procedimiento del que resultó la cuestionada liquidación, vulnera a priori el derecho de defensa, resultando por ello verosímil la impugnación. Asimismo, que el peligro en la demora se configura ante el juicio de apremio que puede iniciar el fisco y la traba de medicas cautelares (art. 50 Cód. Fiscal).

Sin prejuzgar sobre el fondo y por entender que no se afecta el interés público, emite el despacho cautelar favorable, con sustento en doctrina de esta Cámara.

Con similar criterio de evaluación, aborda la exigencia del pago previo para concluir que se presenta un supuesto que amerita su dispensa y, por ende, rechaza la oposición a la admisibilidad planteada por la demandada, también con base en precedentes de este tribunal de alzada.

e) Los recursos articulados por la parte demandada se fundamentan en las razones que siguen.

El referido al rechazo de la excepción de inadmisibilidad por ausencia del pago previo, básicamente, en que no habría mérito para eludir ese cumplimiento pues el marco normativo aplicado a la especie (normas cits. del Código Fiscal) funciona frente a la reticencia del deudor –en el caso reiterada- en sufragar los impuestos. Por ello es que el contribuyente no puede esgrimir el derecho de defensa frente a la obligación de pagar que omitió cumplir.

La impugnación dirigida a la medida cautelar, con las pertinentes salvedades, se apoya en similar argumentación, procurando demostrar que no cabe entender que es verosímil el derecho del contribuyente que incumplió sus compromisos fiscales, máxime tratándose de una cuestión que requiere mayor amplitud de debate.  

 II- Así expuestos los principales antecedentes de la cuestión a considerar, adelanto que no encuentro mérito bastante en los argumentos de la apelante, que permitan visualizar error en el juzgamiento, tanto al proveerse la medida cautelar cuando al rechazarse el pago previo reclamado por la demandada.

Si bien se trata de dos decisiones procesales diferentes –cautelar una, relativa a la admisibilidad de la pretensión, la otra- presentan un único sustrato que las identifica, relativo al mecanismo utilizado por la autoridad de aplicación para arribar a la liquidación de la deuda que motiva la demanda.

El caso, desde esa perspectiva, guarda semejanza sustancial en lo fáctico y en lo jurídico, con precedentes de esta Cámara referidos, de un lado, a la suspensión cautelar de sus efectos –liquidación Express- y, del otro, en forma congruente con aquella diligencia, a la dispensa del solve et repete.
Ese marco interpretativo, adoptado sin error por la jueza de grado para decidir la especie, demuestra que las quejas de la demandada no pueden tener acogida.

En efecto.

1. En punto a la medida precautoria, tal como lo evaluara esta Cámara en la causa 11.012 “Voacer S.A.” (res. del 2-9-2010), ante un caso análogo, la admisión de las medidas cautelares se encuentra supeditada a la demostración de la verosimilitud del derecho en que se funda el pedido de tutela y del peligro en la demora, amén de la evaluación del interés público que pudiese hallarse comprometido (art. 22 inc 1º ap. a y b, CCA).

Bajo esas premisas, cabe destacar que este Tribunal en el precedente citado por la jueza de grado (CCALP causa Nº 3905 “Berstein”, res. del 5 y 7-12-06), ponderó que el mecanismo de determinación de obligaciones tributarias establecido en los arts. 39 bis y 50 del Código Fiscal -texto según ley 13.405- y reglamentado por los arts. 4, 6 y 7 de la Disposición Normativa Serie B Nº 12/06, utilizado por el ente demandado para dictar un acto administrativo como el que se cuestiona en autos, en tanto no contempla la intervención previa del interesado contribuyente, privándolo de ser oído, de ofrecer y de producir la prueba correspondiente y, en su caso, de desvirtuar las imputaciones que se le efectúen, resulta suficiente, a los fines cautelares, para reconocer que el procedimiento en crisis –conocido como “liquidación Express”- vulnera prima facie la garantía constitucional de defensa en juicio (doc. CCALP causas Nº 3905 “Berstein”, cit.; Nº 4771 "Ghio, Ana Maria S/ Amparo", res. del 15-5-07 y, expresamente, CCALP causas Nº 6948 “BIM PEX”, res. del 17-7-08 y Nº 10.078 “Concellón”, res. del 22-4-10; entre otras).

Ello es así en tanto es susceptible de generar, en relación a la parte interesada, un estado de indefensión de tal envergadura, que sólo le quedaría la posibilidad de pagar y más tarde discutir si, eventualmente, pudo o no tener razón, omitiendo el efectivo ejercicio del derecho de defensa en sede administrativa (arts. 18, Constitución Nacional y 15, Constitución Provincial; doc. causas cits.).

Ello conduce a entender que el análisis de la causa justifica la subsistencia de la medida cautelar dictada en la instancia de origen en tanto la verosimilitud del planteo formulado por el actor a la luz de la descripción precedente y en punto a la violación del derecho de defensa, queda suficientemente abastecido (conf. arts. y doc. CCALP cits.).

En ese marco, cabe agregar que se observa la existencia del peligro en la demora, tal como lo desarrolla la jueza de grado, amén del compromiso del resultado del presente proceso anulatorio frente al hecho probable del sufragio coactivo de la deuda tributaria que se discute (arts. 22, 52 inc. 2º, 55, 58, 59 inc.3º y 77, CCA, 230, 242, y concs., CPCC), sin que, en cambio, pueda apreciarse frente a la situación descripta, razones de interés público alcanzadas por el despacho cautelar.

Por ello, debe rechazarse el recurso de apelación interpuesto y confirmarse el pronunciamiento cautelar impugnado en cuanto ha sido materia de agravio (arts. 22, 58 inc. 2º y 59 inc.3º, CCA, 230, 242, y concs., CPCC).

2. Por otra parte, en relación a la observación fundamentada en el incumplimiento del pago previo, estima con acierto la jueza que se configura el supuesto contemplado por el art. 19 inc. 3 ap. “a” del C.P.C.A. en atención a tratar la especie de un caso que guarda similitud con el ventilado en el precedente de esta Cámara que invoca.

En efecto. Resulta aplicable al sub-júdice el criterio plasmado en la causa “Borettini” (causa 4743 CCALP, res. 12-4-07) en tanto en aquélla, como en ésta, la pretensión articulada reconoce, en el cuestionamiento de la conducta administrativa, la invocación de la regla del debido proceso adjetivo, en cuanto es la forma en que la obligación tributaria ha sido determinada a través del procedimiento establecido en el artículo 50 del Código Fiscal y su reglamentación , conocido como Liquidación Express, la razón de sus agravios.

La imposibilidad del ejercicio del derecho de defensa en sede administrativa denota que la exigencia del pago previo, en el sub examine configuraría un supuesto de denegación de justicia en los términos del art. 19 inc. 3 “a” del C.P.C.A. (cfr. causa N° 3905, “”Berstein”, res. del 5 y 7-5-06), por exceder los límites de lo razonable ante la reivindicación de la garantía constitucional.

Por consiguiente, el agravio de la demandada, en tanto procura demostrar que la falta de satisfacción de la deuda es antecedente bastante para poner en movimiento el trámite de marras, carece de consistencia en tanto no logra rebatir la omisión de las garantías que en dicho procedimiento se observa, circunstancia decisiva en el decisorio que se propone confirmar.

Lo expuesto es suficiente demostración de la falta de consistencia del recurso, también en este aspecto.

En mérito de las razones expresadas, corresponde rechazar la impugnación y confirmar, en cuanto ha sido motivo de agravio, el pronunciamiento de primera instancia, con costas de esta alzada en el orden causado (arts. 51, 55, 56, 58 y concs., C.P.C.A.).

3. Procede confirmar el pronunciamiento en todos sus términos y desestimar los recursos interpuestos a fs. 147/152 y 153/162 (arts. 55, 56, 58 y concs., C.P.C.A.)

Con costas de la instancia en el orden causado (art. 51, C.P.C.A.).

Así lo voto. 

A la cuestión planteada, el Dr. De Santis dijo:

Las diferencias del caso, en relación con el que motivara mi intervención en disidencia en uno de los precedentes que cita la Dra. Milanta (causa CCALP n°11.012), transitan por la ausencia en éste de toda discusión relativa a las condiciones de admisibilidad de la demanda respecto de la liquidación Express n°  660254.

Así, en ese marco singular de controversia, distinto a aquel antecedente, resulta aplicable la doctrina expuesta en dos de los que consigna el primer voto (conf. doct. causas CCALP n°4743 y CCALP n°6948).

Con fundamento en esta última exégesis adhiero al voto de la Dra. Milanta y me expido en idéntico sentido.

Así lo voto.

A la misma cuestión planteada, el Dr. Spacarotel adhiere a los fundamentos y solución propuesta por la Dra. Milanta y emite su voto en idéntico sentido.
Por tales consideraciones, este Tribunal

RESUELVE:

Rechazar los recursos de apelación interpuestos -fs. 147/152 y 153/162- y confirmar el pronunciamiento de grado en todos su términos y en cuanto ha sido motivo de agravios (arts. 18, Const. Nac.; 15, Const. Prov.; 19 inc. 3º ap. “a”, 22, 23, 25 y concs., 55, 58 inc. 2º, 59 inc. 3º y 77, C.P.C.A. –ley 12.008 –t.o ley 13.101-; 230, 242, y concs., C.P.C.C.).

Costas de la instancia por su orden (art. 51, C.P.C.A.).

   Regístrese, notifíquese y devuélvase al juzgado de origen, oficiándose por Secretaría.


Firmado: Gustavo Juan De Santis. Juez. Claudia A. M. Milanta. Jueza. Gustavo Daniel Spacarotel Juez. Mónica M. Dragonetti. Secretaria. Registrado bajo el nº  202 (I).

